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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 23
               Junio 13 de 2013

 


LAS MEDIDAS DE SANCIÓN SOCIAL QUE LA NORMA LEGAL ACUSADA PERMITE FOMENTAR A LAS AUTORIDADES, CONFIGURAN FORMAS DE CONTROL SOCIAL INFORMAL QUE NO TIENEN QUE ESTAR TIPIFICADAS Y CONSTITUYEN UN DESARROLLO DIRECTO DE NORMAS DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS
	II. EXPEDIENTE D-9415 - SENTENCIA C-335/13 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 




1. Norma acusada LEY 1257 DE 2008 (diciembre 4 ) 

Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones

ARTÍCULO 9o. MEDIDAS DE SENSIBILIZACIÓN Y PREVENCIÓN. Todas las autoridades encargadas de formular e implementar políticas públicas deberán reconocer las diferencias y desigualdades sociales, biológicas en las relaciones entre las personas según el sexo, la edad, la etnia y el rol que desempeñan en la familia y en el grupo social. El Gobierno Nacional: 1. Formulará, aplicará, actualizará estrategias, planes y programas nacionales integrales para la prevención y la erradicación de todas las formas de violencia contra la mujer. 2. Ejecutará programas de formación para los servidores públicos que garanticen la adecuada prevención, protección y atención a las mujeres víctimas de la violencia, con especial énfasis en los operadores/as de justicia, el personal de salud y las autoridades de policía. 3. Implementará en los ámbitos mencionados las recomendaciones de los organismos internacionales, en materia de Derechos Humanos de las mujeres. 4. Desarrollará planes de prevención, detección y atención de situaciones de acoso, agresión sexual o cualquiera otra forma de violencia contra las mujeres. 5. Implementará medidas para fomentar la sanción social y la denuncia de las prácticas discriminatorias y la violencia contra las mujeres. 6. Fortalecerá la presencia de las instituciones encargadas de prevención, protección y atención de mujeres víctimas de violencia en las zonas geográficas en las que su vida e integridad corran especial peligro en virtud de situaciones de conflicto por acciones violentas de actores armados. 7. Desarrollará programas de prevención, protección y atención para las mujeres en situación de desplazamiento frente a los actos de violencia en su contra. 8. Adoptar medidas para investigar o sancionar a los miembros de la policía, las fuerzas armadas, las fuerzas de seguridad y otras fuerzas que realicen actos de violencia contra las niñas y las mujeres, que se encuentren en situaciones de conflicto, por la presencia de actores armados. 9. Las entidades responsables en el marco de la presente ley aportarán la información referente a violencia de género al sistema de información que determine el Ministerio de Protección Social y a la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, a través del Observatorio de Asuntos de Género, para las labores de información, monitoreo y seguimiento. Departamentos y Municipios: 1. El tema de violencia contra las mujeres será incluido en la agenda de los Consejos para la Política Social. 2. Los planes de desarrollo municipal y departamental incluirán un capítulo de prevención y atención para las mujeres víctimas de la violencia.
2. Decisión Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, la expresión “medidas para fomentar la sanción social” contemplada en el numeral 5 del artículo 9º de la Ley 1257 de 2008. 3. Síntesis de los fundamentos 
El problema jurídico que le correspondió resolver a la Corte Constitucional en este proceso, consistió en determinar si el deber de las autoridades de implementar medidas de fomento de sanción social, para quienes incurran en prácticas discriminatorias o actos 
de violencia en contra de las mujeres, vulnera los principios de legalidad y seguridad jurídicas, al no determinarse los criterios para la imposición de dicha sanción y poner en peligro la convivencia pacífica de los ciudadanos al permitirse que lo la apliquen. La Corporación reconoció que en Colombia la mujer ha padecido históricamente una situación de desventaja que se ha extendido a todos los ámbitos de la sociedad y especialmente a la familia, a la educación y al trabajo que ha generado una situación de discriminación que aún se mantiene pese a los esfuerzos realizados por el Estado. En este sentido, desde el punto de vista sociológico, la discriminación y la violencia están íntimamente ligadas, pues la primera tiene un componente afectivo muy fuerte que genera sentimientos agresivos, por lo cual, la discriminación causa violencia y la violencia a su vez es una forma de discriminación, generando actos que vulneran los derechos humanos y la dignidad humana de las mujeres. Por lo anterior, indicó que el prejuicio de género es uno de las causas más importantes de la violencia contra las mujeres y éste solamente podrá ser eliminado a través de medidas de control social informal al interior de las familias, de las instituciones educativas, de las empresas, de las entidades públicas y de la propia administración de justicia, por lo cual se requiere que el Gobierno Nacional implemente medidas para fomentar la sanción social y la denuncia de las prácticas discriminatorias y la violencia contra las mujeres. De otra parte, el Tribunal señaló que el fomento de la sanción y la denuncia de las prácticas discriminatorias y la violencia contra las mujeres, es un desarrollo del deber constitucional de proteger los derechos de las mujeres y de numerosas convenciones internacionales que exigen a los Estados la sanción de la discriminación y de la violencia contra la mujer como: la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, la Declaración sobre la Eliminación de la violencia contra la Mujer, la “Convención de Belém do Pará”, la Recomendación General no. 19 sobre violencia contra la mujer la Cuarta conferencia sobre la mujer. 

La Corte resaltó que la cifra oscura de criminalidad en la violencia de género en Colombia es muy alta por factores tales como: (i) la falta de denuncia de esta clase de delitos, por parte de las mujeres se genera por el miedo por su seguridad, vergüenza, culpa, desconocimiento, falta de confianza en la justicia, falta de recursos económicos; (ii) la impunidad de los casos de violencia sexual, pues gran parte de las investigaciones que se adelantan no presentan avances substanciales o terminan sin una sentencia de fondo, generando así una situación de impunidad; (iii) los problemas logísticos en la administración de justicia; (iv) el impacto diferencial y agudizado del conflicto armado colombiano sobre las mujeres y (v) la existencia de patrones discriminatorios y estereotipos. Finalmente, consideró que esta grave y persistente situación demuestra que no es suficiente con la consagración de sanciones contra la violencia de género, sino que además es necesario adoptar medidas de sanción social para que estas efectivamente se apliquen y generar un profundo cambio de mentalidad en la sociedad colombiana, para que se concientice de una vez por todas de la gravedad de fenómenos que deben ser eliminados completamente de la sociedad como la discriminación y la violencia contra las mujeres, situación que justifica claramente que la norma demandada implemente medidas para fomentar la sanción social y la denuncia de las prácticas discriminatorias y la violencia contra las mujeres, siempre y cuando estas no afecten derechos fundamentales. En virtud de lo anterior, la Corte procedió a declarar declarar exequible la expresión “medidas para fomentar la sanción social” contemplada en el numeral 5º del artículo 9º de la Ley 1257 de 2008, la cual permite al Gobierno Nacional implementar medidas para fomentar la sanción social y la denuncia de las prácticas discriminatorias y la violencia contra las mujeres.
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